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Sumillas de Resoluciones Judiciales   

· Derecho Civil
· Derecho Procesal Civil

Sumillas de Resoluciones de Tribunales Administrativos



· Tribunal Registral
· Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
Sumillas de Resoluciones del Tribunal Constitucional
Proceso de Inconstitucionalidad

· Estado de emergencia y estado de sitio –Defensa Nacional y Orden Interno – Carácter no deliberante de las Fuerzas Armadas – Delito de Función y competencia de la Jurisdicción Militar.
Proceso de Amparo

· Derecho Constitucional de Protección al Consumidor – Servicio Público de Electricidad - Cuestiones Técnicas y Especializadas como obstáculo para que el Tribunal pueda pronunciarse vía proceso de amparo - Vías más idóneas que el amparo para tutelar derechos constitucionales 
Sumillas de Resoluciones Judiciales Publicadas en “el Peruano”

Derecho Civil
CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 02.08.2004
Naturaleza del daño ocasionado al trabajador por no recibir su salario - Responsabilidad civil. 

CAS. Nro. 2834-02 SANTA.

Pág. 12490. (Diario El Peruano)
Los daños y perjuicios ocasionados al trabajador, quien arbitrariamente fue impedido de recibir sus remuneraciones, tienen naturaleza civil.

Base Legal: C.C. art. 1969.

Pretensión imprescriptible - Prescripción adquisitiva de dominio. 

CAS. Nro. 2792-02 LIMA.

Pág. 12491. (Diario El Peruano)

La pretensión procesal de prescripción adquisitiva es imprescriptible. 

Base Legal: C.C. art. 950. C.P.C. art. 503 inc. 3.

Acción pauliana contra actos a título gratuito. 

CAS. Nro. 1364-03 LIMA.

Pág. 12500. (Diario El Peruano)

Debe considerarse que el primer párrafo del artículo 195 del Código Civil se refiere tanto a actos gratuitos de disposición patrimonial celebrados antes o después del crédito perjudicado.

Base Legal: C.C. art. 195 primer párrafo. 

Divorcio por conducta deshonrosa.

CAS. Nro. 1640-03 LIMA 

Pág. 12504. (Diario El Peruano)

Para demandar divorcio por conducta deshonrosa no es necesario que, al momento de realizarse la conducta indigna, los esposos hayan vivido juntos (hayan estado separados de hecho) 

Base Legal: C.C. art. 333 inc. 6.

Transacción y Responsabilidad civil.  

CAS. 1732-03 LIMA 

Pág. 12506. (Diario El Peruano)

Los daños a la salud y a la vida que devengan como consecuencia de un accidente no pueden ser transigibles al no ser derechos patrimoniales. Hacer lo contrario sería contravenir normas de orden público. 

Base Legal: C.C. art. V Título Preliminar y 1305. 

Devolución del bien dado en depósito - Muerte del depositario. 

CAS. Nro. 1740-03 LIMA.

Pág. 12508. (Diario El Peruano)

Si bien el contrato de depósito termina con la muerte del depositario, en este caso, la obligación de devolver el bien se transmite a sus herederos.  

Base Legal: C.C. art. 1814.

CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 31.08.2004
Nulidad por vicios formales en el Testamento por Escritura Pública. 

CAS. Nro. 2239-02 AREQUIPA. 

Pág. 12535. (Diario El Peruano)
No es válido el testamento por escritura pública al que le falte en una hoja la firma de los testigos y que, además, no esté firmado en la última página por el testador, siendo insuficiente, en este caso, que el otorgante haya impregnado su huella digital en la totalidad del documento. 

Base Legal: C.C. art. 696 y 811.

Hijo alimentista - Interpretación del primer párrafo del art. 415 del Código Civil.  

CAS. Nro. 2533-02 HUANCAVELICA. 

Pág. 12538
El primer párrafo del art. 415 del Código Civil debe ser interpretado en el sentido que para efectos alimentarios no es necesario acreditar la certeza de las relaciones sexuales de la madre con el obligado durante la época de la concepción, desde que no estamos frente a una acción de paternidad, sino que basta demostrar la existencia de presunciones o indicios respecto de que el demandado haya mantenido relaciones sexuales con la madre del hijo alimentista en la época de la concepción. Base Legal: C.C. art. 415.    

Denuncia penal como abuso de derecho. Responsabilidad Civil por abuso de derecho.

CAS. Nro. 1999-02 LORETO.

Pág. 12542. (Diario El Peruano)

Una denuncia penal que es sobreseída o archivada no origina per se una indemnización por daños y perjuicios, si no llega a acreditarse que la conducta del denunciante fue ilícita, susceptible de ser circunscrita en un supuesto de ejercicio irregular de un derecho.

Base Legal: C.C. art. 1971 inc.1.   

Extinción de la hipoteca. 

CAS. Nro. 1621-02 JAEN.

Pág. 12613. (Diario El Peruano)
La inexigibilidad de la obligación no es causa de extinción de la hipoteca.

Base Legal: C.C. art.  1122.

Conversión de bienes propios a bienes sociales – Bienes de los esposos en el matrimonio.  

CAS. Nro. 2227-02 LA LIBERTAD.

Pág. 12630. (Diario El Peruano)
Si bien es cierto que las participaciones en las cooperativas azucareras adquiridas antes de un matrimonio tienen la calidad de bienes propios, también lo es que al transformarse esas entidades en sociedades mercantiles, en cumplimiento del Decreto Legislativo 802
, dichas participaciones se convirtieron en bienes sociales siempre que dicha transformación haya sucedido durante la vigencia del vínculo matrimonial. 
Base Legal: C.C. art. 302 inc. 7. Decreto Legislativo 802.

Alcance y contendido de la Publicidad Registral.  

CAS. Nro. 2605-02 AREQUIPA.

Pág. 12635. (Diario El Peruano)
Forma parte de la publicidad registral los títulos archivados, índices y demás documentos que obran en los Registros Públicos. 

Base Legal: C:C art. 2012. Reglamento General de los Registros Públicos: art. II del Título Preliminar, 50  y 127. 

Efectos del contrato de arrendamiento. 

CAS. Nro. 906-99 AREQUIPA.

Pág. 12648. (Diario El Peruano)

El contrato de arrendamiento no se ve afectado por el hecho que el arrendatario contraiga matrimonio con posterioridad a su celebración.  

C.C. art. 1363 y 1666.

Adición de plazo posesorio - Transmisión válida. 

CAS. Nro. 1047-02 LA LIBERTAD. 

Pág. 12649. (Diario El Peruano)

A efectos de adicionar el plazo posesorio, puede considerarse a la transmisión mortis causa como forma válida de transmisión. 

Base Legal: C.C. art. 898.

Obligaciones del vendedor - Perfeccionamiento de transferencia de propiedad sobre bienes inmuebles.  

CAS. Nro. 3111-02 LIMA.

Pág. 12670. (Diario El Peruano)
En materia de inmuebles, perfeccionar la transferencia de propiedad involucra que el vendedor realice todas aquellas conductas destinadas a que el comprador pueda ejercer plenamente sus derechos como nuevo propietario, entre las cuales se puede ubicar aquella destinada a elevar a escritura pública la minuta de compraventa. 

Base Legal: C.C. art. 1549.

Competencia de los juzgados de familia en juicio de alimentos. Reconocimiento de maternidad.

CAS. Nro. 3629-02 PUERTO MALDONADO.

Pág. 12680. (Diario El Peruano)

La acreditación de alumbramiento no es documento suficiente para atribuir a la mujer su reconocimiento como madre del menor. En este supuesto, y al no haber reconocimiento de maternidad, el juicio de alimentos compete al juez de familia.

Base Legal: C.C. art. 392. Código de los Niños y Adolescentes. art. 96.

Derecho Procesal Civil
CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 02.08.2004
Competencia civil para conocer impugnaciones contra resoluciones administrativas. 

CAS. Nro. 2861-01 CALLAO. 

Pág. 12472. (Diario El Peruano)

La competencia para conocer procesos de impugnación contra resoluciones administrativas emitidas por órganos no colegiados o distintos a los regionales o locales, corresponde al juez civil.  

Base Legal: C.P.C. art. 5 y 5422.

Nulidad Procesal - Dictamen Fiscal. 

CAS. Nro. 770-03 UCAYALI. 

Pág. 12493. (Diario El Peruano)

El dictamen fiscal que debe emitirse cuando los demandados son declarados rebeldes es meramente ilustrativo y su omisión no acarrea nulidad procesal.  

Base Legal: C.P.C. art. 171 y 507.
___________________

2 Artículo derogado por la Ley 27584 Ley que regula el proceso contencioso administrativo.
CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 31.08.2004

Dictamen fiscal en los procesos donde el Estado es parte – Nulidad de sentencia. 

CAS. Nro.  2751-02 PUNO.


Pág. 12606. (Diario El Peruano)

De conformidad con el art. 21 del Decreto Ley Nro. 175373, norma que no ha sido derogada, el Fiscal debe emitir dictamen en los procesos en los que el Estado sea parte. La omisión de ello acarrea la nulidad de la sentencia judicial. 

Base Legal: C.P.C. art. 116. Decreto Ley Nro. 17537 art. 21.

Nulidad procesal por falta de realización de audiencia de conciliación.

CAS. Nro. 1797-02 ICA.

Pág. 12617. (Diario El Peruano)
Pese a no estar sancionado legalmente, la falta de realización de la audiencia de conciliación judicial es causal de nulidad procesal hasta esa etapa inclusive. 

Base Legal: C.P.C. art. 326.

Forma en que deben fundamentarse los recursos de Casación - Causales de Casación  

CAS. Nro. 2961-03 SANTA. 

Pág. 12625. (Diario El Peruano)
Un mismo fundamento no puede servir de base valedera para denunciar causales de casación distintas.  

Base Legal: C.P.C. art. 386.  

Causales de impedimento del juez de dirigir un proceso. 

CAS. Nro. 2269-02 CONO NORTE LIMA.

Pág. 12631. (Diario El Peruano)
También el juez está impedido de dirigir un proceso cuando haya conocido otro en una vía procedimental distinta, pero en el que las partes y la pretensión eran idénticas. 

Base Legal: C.P.C art. 305.

Nulidad procesal de oficio por no haberse abstenido el juez de dirigir un proceso. 

CAS. Nro. 2269-02 CONO NORTE LIMA.

Pág. 12631. (Diario El Peruano)

En salvaguardia del derecho a un debido proceso, el juez, aunque la parte no lo haya solicitado, debió abstenerse de dirigir el proceso. Esa omisión acarrea la nulidad de la sentencia. 

Base Legal: C.P.C art. 313.

Finalidad del proceso nulidad de cosa juzgada fraudulenta. 

CAS. Nro. 3425-02 LIMA.

Pág. 12675. (Diario El Peruano)
La demanda de nulidad de cosa juzgada fraudulenta al no ser una acción revisora de causas fenecidas y con carácter de cosa juzgada, no da lugar a la revaloración de pruebas que se hubieren actuado en el proceso anterior para obtener una nueva decisión sustentatoria (sic), sino que tiene por objeto acreditar las causales que se invocan al proponerla para finalmente lograr la nulidad de la sentencia cuestionada.  

Base Legal: C.P.C. art. 178.

Facultades de representación del abogado - Presentación del recurso de apelación. 

CAS. Nro. 3811-02 SAN MARTIN 

Pág. 12682. (Diario El Peruano)
El abogado con facultades generales de representación puede presentar el recurso de apelación. 

Base Legal: C.P.C. art. 74 y 364. Ley Orgánica del Poder Judicial. art. 290.

Resoluciones de Tribunales Administrativos Publicadas en “El Peruano”
Tribunal Registral
Promesa de compra o venta.

RES. Nro. 393-2004-SUNARP-TR-L 

Fecha de Publicación: lunes 16 de agosto de 2004.

Pág. 274661. (Diario El Peruano)

“No resulta registrable un contrato de promesa de venta celebrado durante la vigencia del Código Civil de 1936, por cuanto a la fecha ha transcurrido en exceso el plazo de dos años que tenía el co- estipulante para manifestar su voluntad de comprar o vender. En todo caso, podrá acceder al registro el contrato de compraventa definitiva.” 

Procedencia del recurso de apelación.

RES. Nro. 438-2004-SUNARP-TR-L 

Fecha de Publicación: lunes 17 de agosto de 2004.

Pág. 274710. (Diario El Peruano)

“El recurso de apelación debe interponerse dentro del plazo de vigencia del asiento de presentación del título.”

Inexactitud Registral.

RES. Nro. 451-2004-SUNARP-TR-L 

Fecha de Publicación: lunes 19 de agosto de 2004.

Pág. 274842. (Diario El Peruano)

“Si bien los asientos pueden ser materia de rectificación por parte del Registro, dicha facultad se encuentra limitada, en razón a que mediante la misma no se puede declarar la invalidez del asiento extendido, según lo dispone el artículo 90 del Reglamento General de los Registros Públicos.”

Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado

Disposiciones sobre la imposibilidad de impugnar en caso de acogerse a la prorrata cuando se produce un empate en proceso de selección.

Acuerdo Nro. 003-2004

Publicado el 19 de agosto de 2004.

Pág. 274835 (Diario El Peruano)

El Tribunal, luego del análisis y debate correspondiente, por unanimidad, ACORDÓ: Que, en caso de producirse un empate en la primera ubicación de la calificación total de dos o más postores y no habiéndose podido determinar un único ganador en virtud de los supuestos planteados en los literales a y b del artículo 73 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, si dichos postores optan por compartir la buena pro a prorrata, no podrán con posterioridad a dicho acuerdo interponer recurso de apelación o revisión orientado a modificar, disminuir o de cualquier otro modo alterar la solución alcanzada voluntariamente por todos los postores que aceptaron dicha prorrata; sin perjuicio de la potestad de la Entidad para declarar la nulidad del proceso de selección en los casos que se hubiesen producido vicios sustanciales que así lo ameriten. 

Este acuerdo constituye criterio que sienta precedente de observancia obligatoria.

Resoluciones del Tribunal Constitucional Publicadas en “El Peruano”
Proceso de Inconstitucionalidad
Estado de emergencia y estado de sitio – Conceptos de Defensa Nacional y Orden Interno – Carácter no deliberante de las Fuerzas Armadas – Delito de Función y competencia de la Jurisdicción Militar.
Datos

EXP. Nro. 0017-2003-AI/TC

Publicado el 24 de agosto de 2004.

P. 275124 (Sección Normas Legales) 

Antecedentes 

Demandante: Defensoría del Pueblo. 

Demandado: Congreso de la República.

Norma denunciada: arts. 2, 4, 5 inc. b), c), d), e), y h); y 8, 10 y 11 de la Ley Nro. 24150 - en adelante la Ley - (Publicada el 07 de junio de 1985), modificada por Decreto Legislativo 749 (Publicado el 12 de noviembre de 1991).

Contenido de la norma denunciada: 

NORMAS QUE DEBEN CUMPLIRSE EN LOS ESTADOS DE EXCEPCION EN QUE LAS FUERZAS ARMADAS ASUMEN EL CONTROL DEL ORDEN INTERNO, EN TODO O EN PARTE DEL TERRITORIO

(Ley 24150, modif. por Decreto Legislativo 749)

Artículo 2: “El control del orden interno que asumen las Fuerzas Armadas comprende los diferentes campos de la actividad en que se desarrolla la Defensa Nacional para hacer frente a las situaciones que motivan la declaratoria del estado de excepción. Cada situación se sujetará a las directivas y planes aprobados por el Presidente de la República”. 

Artículo 4: “El control del orden interno en las zonas de emergencia es asumido por un Comando Político Militar que está a cargo de un Oficial de Alto Rango designado por el Presidente de la República, a propuesta del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, quien desempeña las funciones inherentes al cargo que establece la presente ley en el ámbito de su jurisdicción, de acuerdo con las directivas y planes de emergencia aprobados por el Presidente de la República”.

Artículo 5: “Son atribuciones del Comando Político Militar:

b. Asumir la iniciativa de las acciones de coordinación para asegurar la participación de los sectores público y privado, ubicados en las zonas de emergencia, en la ejecución de los planes y directivas aprobados por el Ejecutivo, a fin de lograr la pacificación nacional y la erradicación de la delincuencia terrorista y el narcotráfico.

c. Conduce las acciones de desarrollo en las zonas bajo su jurisdicción. Para tal efecto, las autoridades políticas, las de los organismos públicos, las de los gobiernos regionales y locales, pondrán a disposición de éste, los recursos económicos, financieros, bienes y servicios, personal y otros que sean necesarios para el cumplimiento de su misión, orientados a lograr la erradicación de la subversión terrorista y el narcotráfico, a fin de asegurar la pacificación del país.

d. Concertar acciones con los diferentes sectores público y privado, para el cumplimiento de los planes de Pacificación y Desarrollo aprobados para las zonas bajo su jurisdicción.

e. Solicitar a los organismos competentes el cese, nombramiento o traslado de las autoridades políticas y administrativas de su jurisdicción en caso de negligencia, abandono, vacancia o impedimento para cumplir sus funciones.

h. Publicar las disposiciones político administrativas aprobadas por el Poder Ejecutivo para el desenvolvimiento de las actividades de la población, mediante bandos que son difundidos por los medios de comunicación social estatales y privados, avisos y carteles fijados en lugares públicos.

Artículo 8: “En el estado de sitio, el oficial de las Fuerzas Armadas que suma el Comando Político Militar adoptará, en el ámbito de su jurisdicción, las medidas siguientes: la ejecución de las actividades de movilización; la ejecución de las actividades de Defensa Civil; la seguridad territorial y la acción de gobierno y control político administrativo. Todas ellas para asegurar el normal desarrollo de las actividades de la población y de apoyo de las operaciones militares”.

Artículo 10: “Los miembros de las Fuerzas Armadas o Fuerzas Policiales, así como todos aquellos que estén sujetos al Código de Justicia Militar que se encuentren prestando servicios en las zonas declaradas en estado de excepción, quedan sujetos a la aplicación del mencionado código. Las infracciones tipificadas en el Código de Justicia Militar que cometan en el ejercicio de sus funciones son de competencia del fuero privativo militar, salvo aquellas que no tengan vinculación con el servicio. (...).” 

Artículo 11: “Al cesar el control del orden interno por las fuerzas Armadas o vencido el plazo del estado de excepción, las autoridades civiles del territorio correspondiente, reasumirán de pleno derecho sus respectivas funciones y atribuciones.”

Argumentos de la demanda:

a) Los artículos 2 y 11 de la norma impugnada infringen los arts. 137
 y 166
 de la Constitución por cuanto en un estado de emergencia las Fuerzas Armadas sólo desplazan de sus funciones a autoridades policiales y del Ministerio del Interior mas no a otras. 

b) El artículo 4 de la Ley vulnera el artículo 169
 de la Constitución al disponer la existencia de “Comandos Políticos Militares” ya que ello contraviene el carácter no deliberante de las Fuerzas Armadas. Estas, según nuestro modelo constitucional, son instituciones políticamente neutras debiendo serles ajenas cualquier posibilidad de dirección política del país.

c) En referencia a los incisos b, c y d del artículo 5 de la Ley se sostiene que, en un estado de excepción, las Fuerzas Armadas no pueden comprometer a otras autoridades (públicas o privadas) a ejecutar las directivas del Ejecutivo. Tampoco deben asumir la conducción local y regional ni atribuirse las competencias de esas autoridades. 

d) El inciso e del artículo 5 de la Ley viola el segundo párrafo del inciso 20
 del artículo 2 de la Constitución, pues otorga al Comando Político Militar la facultad de solicitar el cese, nombramiento o traslado de las autoridades políticas y administrativas. Tal derecho de petición no puede ser ejercido por órganos de las Fuerzas Armadas o de la Policía Nacional.

e) El control del orden interno es una función policial que no tiene que incluir la difusión de normas legales. Al preverse ello en el artículo 5 inciso h de la norma impugnada se contraviene el principio de legalidad y el artículo 137 de la Constitución. 

f) El artículo 8 de la Ley permite la instauración de una suerte de dictadura militar en el lugar declarado en emergencia, lo cual no se ajusta de la interpretación del artículo 137 de la Constitución. 

g) El artículo 10 de la Ley viola el artículo 173
 de la Constitución, al establecer como criterio para determinar la competencia de la justicia militar el lugar de la comisión del delito y la calidad de policía o militar del agente, obviando la naturaleza institucional del bien jurídico afectado.

Parte Considerativa:

Competencia del Tribunal para conocer acciones de inconstitucionalidad contra leyes anteriores a la vigencia de la Constitución de 1993.

En este extremo se remite a los fundamentos sentados en el EXP. 0010-2001-AI/TC. 

Conceptos Generales 

Concepto de orden interno

Se refiere a la tranquilidad, sosiego y paz dentro del territorio nacional, la cual debe  ser asegurada y preservada por el Estado para que se cumpla o materialice el orden público y se afirme la Defensa Nacional. 

Fundamentalmente, el orden interno comprende tres aspectos:

a) Seguridad ciudadana.

b) Estabilidad de la organización política (tranquilidad y quietud pública).

c) Resguardo de las instalaciones y servicios públicos.

El “control del orden interno”, en un estado de normalidad constitucional, es de competencia de la Policía Nacional del Perú, según dispone el artículo 166 de la Constitución. 

La normalidad constitucional 

Las normas constitucionales y legales están diseñadas para ser aplicadas en un estado de normalidad, es decir, en un escenario donde las competencias de las instituciones estén bien definidas y el goce pleno de derechos constitucionales sea el derrotero a seguir. 

Régimen de excepción - Características
Cuando se presentan circunstancias que alteran el estado de normalidad, es decir,  que tornan el estado de cosas en caos e incertidumbre imprevistas, las normas que se aplicaban ordinariamente resultan ser insuficientes. Es en ese momento que el Estado (con autorización constitucional) debe adoptar medidas extraordinarias para hacer frente al problema: medidas extraordinarias para volver a la normalidad constitucional.

Dentro de las medidas extraordinarias de aplicación tenemos al régimen de excepción y sus modalidades (estado de emergencia y estado de sitio). La aplicación de alguna de estas y, por ende, la asignación de un conjunto de competencias extraordinarias a favor del Ejecutivo, obedece a la necesidad de solucionar una serie de circunstancias anormales, lo cual justifica la supresión, limitación o restricción transitoria de ciertos derechos ciudadanos.  

Las características del régimen de excepción son: 

a) Concentración   del   poder en  un  solo  detentador, normalmente el jefe del Ejecutivo. Esa concentración de poder explica el acrecentamiento de las atribuciones a las Fuerzas Armadas y a la Policía.

b) Existencia o peligro  inminente de  una  grave  circunstancia  de anormalidad, cuyo origen puede ser de naturaleza político-social, o de fuerza mayor o  crisis económicas.  También casos de guerra exterior, guerra civil, revueltas, motines, revoluciones, cataclismos, maremotos, inflaciones, deflaciones, etc.

c) Imposibilidad de resolver las situaciones de anormalidad a través de leyes ordinarias.

d) Transitoriedad del régimen de excepción. 

e) Limitación espacial del régimen de excepción. 

f) Restricción transitoria de determinados derechos constitucionales.

g) Aplicación, con criterio de proporcionalidad y razonabilidad,  de aquellas medidas que se supone permitirán el restablecimiento de la normalidad constitucional.  

h) Finalidad consistente en defender la perdurabilidad y funcionamiento de la organización político-jurídica.

i) Control jurisdiccional de la aplicación de los principios de razonabilidad y proporcionalidad y del cumplimiento de los procedimientos establecidos para decretar el estado de excepción.

La defensa nacional. 

De acuerdo con el artículo 163
  de  la Constitución,  la  Defensa  Nacional  es integral y permanente; por tanto, involucra al conjunto de acciones y previsiones que permiten la subsistencia y permanencia del Estado. Es “integral” porque abarca diversos campos de la vida estatal, como el económico, político, social, cultural, militar, etc.; y “permanente”, debido a que se trata de una actividad constante que se relaciona con sus sentidos preventivo y represivo.

De lo expuesto se tiene que en la Defensa Nacional participan todos los miembros de la Nación, entre ellos las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional. En ese sentido, puede concluirse que la Defensa Nacional no esta encargada sólo a las fuerzas del orden.

Análisis de los artículos cuya inconstitucionalidad se denuncia.

Artículo 2.

Los conceptos de Orden Interno y de Defensa Nacional no son similares; el primero es englobado por el segundo. 

Las Fuerzas Armadas deben velar por el Orden Interno sin arrogarse competencia de otras instituciones a las cuales también se les ha conferido, al igual que a los hombres de armas, la obligación de compromiso con la Defensa Nacional. 

El artículo 2 de la norma impugnada confunde ambos conceptos, por ello para salvarla de la inconstitucionalidad se hace una doble interpretación: 

Primera Interpretación. El artículo 2 que dispone que las actividades de las Fuerzas Armadas, al asumir el control público, comprenden los distintos campos de la Defensa Nacional debe ser interpretado en el sentido que esa disposición sólo sea aplicable cuando nos encontremos frente a un estado de sitio y no de emergencia, al ser el primero más grave que el segundo. 

Asimismo debe entenderse que en un estado de sitio la participación de las Fuerzas Armadas también puede desplegarse a otras actividades en las que se desarrolla la Defensa Nacional, sin que ello desnaturalice la institución castrense ni rebase los límites impuestos a nivel constitucional. 

Segundo Criterio interpretativo. Dentro de la hipótesis de un estado de emergencia, el cuestionado dispositivo podría ser objeto de una interpretación reductora de donde se podría extraer lo siguiente: “el control del orden interno por las Fuerzas Armadas sólo puede comprender los campos o situaciones que originaron la declaratoria del estado de excepción, en este caso, la perturbación del orden interno”. Aquí no sea asimila o entiende que las Fuerzas Armadas asumen funciones de defensa nacional.

Entonces el dispositivo analizado no es inconstitucional si se le interpreta desde esas dos perspectivas. 

Artículo 11.

Este artículo es inconstitucional ya que implícitamente se expresa que, entre tanto se mantenga el régimen de excepción, y el Presidente así lo hubiese dispuesto, las Fuerzas Armadas “desplazan” a las autoridades civiles en el ejercicio de sus competencias. 

                                                                                                                                                  Artículo 4

El artículo 169 de la Constitución de 1993 preceptúa que las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional no son deliberantes.

La subordinación de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional al poder constitucional pretende sustraer a los “profesionales de las armas” de las veleidades de la vida política nacional y evitar su politización institucional, es decir, permitir que ellas puedan servir objetivamente al cumplimiento de los fines que la Constitución les asigna, al margen de los intereses particulares de los gobiernos de turno o los suyos propios, sean estos corporativos o privados. 

Ese carácter no deliberante impide que un militar o policía en situación de actividad pueda asumir cargos “políticos” –salvo el caso previsto en el artículo 124 de la Constitución– o, que institucionalmente, pueda adoptar decisiones de orden político. 

En ese sentido, el Tribunal considera que, independientemente de las competencias que se puedan asignar al referido Comando, el epígrafe “político” con el que éste se adjetiva distorsiona irrazonablemente la labor que constitucionalmente se puede asignar a las Fuerzas Armadas durante un estado de excepción. De ahí que debe declararse inconstitucional el adjetivo “político” y retirarse esa palabra del artículo analizado, del artículo 5 y 8. 

Artículo 5 

El Tribunal señala que las atribuciones conferidas por el artículo 5 de la Ley han de entenderse como posibles de ejercerse tanto durante la declaración de un estado de emergencia como en la de un estado de sitio.

Inciso b.

La Fuerzas Armadas en un estado de excepción pueden tener acciones de coordinación cuya función es de mediación entre lo que dispone el Presidente, como medidas adecuadas para restablecer el orden interno, y aquellos órganos y personas que puedan cooperar con dicha tarea. Esa función al ser sólo mediadora no permitiría la vulneración en un contexto de estado de emergencia de derechos ciudadanos y la autonomía de los demás órganos constitucionales autónomos. 

Pero, en contra del criterio expuesto,  el inciso b del artículo 5 de la Ley no sólo plantea que las Fuerzas Armadas asumirán iniciativa, sino que deben “asegurar” la participación de los sectores allí comprometido.

El verbo “asegurar” no sólo sugiere y evoca una simple coordinación, sino también “dejar firme y seguro; establecer y fijar sólidamente”, y “poner en condiciones que imposibiliten la huida o la defensa”.

Al añadir el verbo “asegurar” al inciso b se están derogando los derechos, garantías y principios que informan las relaciones entre el individuo y el Estado, y entre los órganos constitucionalmente autónomos. El verbo asegurar limitaría la libertad de los agentes privados y públicos. Entonces, el Tribunal estima que es inconstitucional la frase “asegurar”, siendo la norma constitucional que quede vigente la siguiente: 

“b. Asumir la iniciativa de las acciones de coordinación para la participación de los sectores público y privado, ubicados en las zonas de Emergencia, en la ejecución de los planes y directivas aprobados por el Ejecutivo, a fin de lograr la pacificación nacional y la erradicación de la delincuencia terrorista y el narcotráfico.”

Inciso c. 

El Tribunal expresa que ese inciso sólo se justifica en un estado de sitio mas no en uno de emergencia. 

La atribución de potestades para poder dirigir e intervenir en las competencias propias de las autoridades locales y regionales no es razonable en un estado de emergencia, mas sí en uno de sitio en el que todas las fuerzas deben confluir bajo la batuta de un director común para poner fin a la calamidad de inseguridad.  

La injerencia económica y financiera en un estado de emergencia contraviene los artículos 192
 y 195
 de la Constitución.  

En un estado de emergencia las fuerzas Armadas sólo asumen el control del orden interno. Más allá de ello sería contravenir el inciso 1 del artículo 137 de la Constitución. 

Por ello, el Tribunal considera inconstitucional que se haya establecido, de manera general, que las autoridades políticas, las de los organismos públicos, las de los gobiernos regionales y locales, pongan a disposición de los Comandos Políticos Militares los recursos económicos, financieros, bienes y servicios, personal y otros que les sean necesarios para restablecer la paz. 

La norma analizada es inconstitucional y si bien es válida para un estado de sitio, su expulsión del ordenamiento no crea un vacío legal por cuanto su extremo válido aplicable en un estado de sitio se reproduce en su integridad en el artículo 8 de la misma Ley. 

Inciso d.

Habiéndose declarado un estado de emergencia, y dispuesto por el Presidente de la República que las Fuerzas Armadas asuman el control del orden interno, ello supone que las referidas instituciones realicen tareas destinadas a prestar protección y ayuda a las personas y a la comunidad.

Si bien “Concertar acciones con los diferentes sectores público y privado, para el cumplimiento de los planes de pacificación y desarrollo aprobados para las zonas bajo su jurisdicción”, no limita la autonomía de los gobiernos regionales y locales, sí comporta que el legislador ha otorgado a los institutos armados una competencia que la Constitución, en un estado de emergencia, no admite.

Si concertar significa pactar, ajustar, tratar, acordar una cuestión, entonces para que esta acción se pueda efectivizar es preciso que existan dos o más partes; que cada una de ellas exponga sus puntos de vista sobre un tema específico que se está analizando; y que se tome una decisión basada en el consenso al que hayan llegado luego de la discusión entre las partes. 

Evidentemente, al tratarse el Comando Político Militar de un ente de las Fuerzas Armadas, y no tener la condición de deliberante, per se, no puede asumir funciones que son propias, en todo caso, al Presidente de la República. 

El Tribunal declara inconstitucional esta norma. 

Inciso e. 

El artículo 169 de la Constitución establece el carácter no deliberante de las Fuerzas Armadas. Lo vedado no es que las Fuerzas Armadas opinen sobre temas que les atañen, sino que esa opinión sea obligatoria o vinculante sobre otros órganos autónomos constitucionalmente. 

El inciso e del artículo 5 de la Ley establece que, por sí mismos, las Fuerzas Armadas pueden solicitar a los organismos competentes el cese, nombramiento o traslado de autoridades políticas y administrativas. Esta facultad de “solicitar” a los organismos competentes efectivamente constituye una modalidad institucional de ejercicio del derecho de petición, en los términos prohibidos por el segundo párrafo del inciso 20 del artículo 2 de la Constitución. 

Asimismo, la facultad de solicitar el “cese” o “traslado de autoridades”, transgrede el mandato constitucional de no deliberancia de las Fuerzas Armadas. Igualmente es inconstitucional que el Comando Político Militar pueda solicitar el “nombramiento” de una autoridad política o administrativa, pues ello comporta la realización de funciones que no corresponde a su competencia de velar por el orden interno, a mayor abundamiento, si se tiene en consideración que el nombramiento de una nueva autoridad política está sujeto a las reglas del principio democrático.

Por ello se declara inconstitucional esta norma.

Inciso h

Este inciso no es inconstitucional por cuanto la labor de publicación no es de suyo irrazonable o desproporcionada, si se tiene en cuenta que lo que se difunde son disposiciones aprobadas por el Ejecutivo 

Artículo 8. 

El Tribunal señala que la adopción de medidas relativas a la acción de gobierno, aun en ese ámbito de su jurisdicción (estado de sitio), es de competencia excluyente del Presidente de la República, en su condición de Jefe Supremo de las Fuerzas Armadas. Por ello, no es constitucionalmente lícito que el oficial de las Fuerzas Armadas que asuma el Comando Político Militar adopte “acciones de gobierno y de control político administrativo”, por lo que deberá declararse inconstitucional el artículo bajo análisis quedando subsistente dicho artículo 8 de la siguiente forma:

“En el estado de sitio, el oficial de las Fuerzas Armadas que asuma el Comando Político Militar adoptará, en el ámbito de su jurisdicción, las medidas siguientes: la ejecución de las actividades de movilización; la ejecución de las actividades de Defensa Civil; la seguridad territorial. Todas ellas para asegurar el normal desarrollo de las actividades de la población y de apoyo de las operaciones militares”. 

Artículo 10 

La jurisdicción militar y los principios de unidad y exclusividad jurisdiccional

La Constitución asigna a la jurisdicción militar la tarea de juzgar a aquellos militares o policías que, en el ejercicio de sus funciones, hayan cometido delitos de función. Dicha determinación del ámbito competencial de la jurisdicción militar, concretamente, está consignada en el artículo 173 de la Norma Suprema.

Competencia de la Jurisdicción Militar

La primera parte del artículo 173 de la Constitución delimita el ámbito de actuación competencial de la jurisdicción militar, al establecer que, en su seno, sólo han de ventilarse los delitos de función en los que incurran los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional. 

Así, la Constitución excluye e impide que dicho ámbito de competencia se determine por la mera condición de militar o policía, ya que si el ilícito es de naturaleza común, su juzgamiento corresponderá al Poder Judicial, con independencia de la condición de militar que pueda tener el sujeto activo. 

Asimismo tampoco es lícito que se determine tal competencia militar a partir de la sola referencia al sujeto pasivo que resulta afectado por la conducta ilícita del sujeto activo. La Constitución proscribe que civiles puedan ser sometidos a los tribunales militares por cualquier delito. 

Asimismo la Norma Suprema también ha prohibido que en esa determinación de la competencia un elemento decisivo pueda estar constituido por el lugar en que se cometa el delito. 

El delito de función militar o policial 

El delito de función se define como aquella acción tipificada expresamente en la Ley,  y que es realizada por un militar o policía en acto de servicio o con ocasión de él, y respecto de sus funciones profesionales siendo el bien jurídico lesionado de carácter militar o policial. 

Dicho bien tiene la singularidad de ser sustancialmente significativo para la existencia, operatividad y cumplimiento de los fines institucionales. La tutela anteriormente señalada debe encontrarse expresamente declarada  en la ley. 

Análisis del artículo 10 de la Ley

La primera parte del artículo 10 de la Ley analizada es inconstitucional por cuanto supeditaría la competencia del Tribunal de Justicia Militar a aquellos delitos que son cometidos por oficiales o por el lugar de la realización del ilícito, siendo ambos extremos  insuficientes para que el referido órgano sea competente.

La segunda parte del artículo 10 no es inconstitucional ya que es válido que se establezca, de modo general, que será de competencia del fuero privativo militar el juzgamiento y la sanción por las infracciones que se encuentren previstas en dicho Código, salvo aquellas que no tengan vinculación con el servicio. Y es que, tratándose de un cuerpo normativo en el que, en principio, deben tipificarse las conductas antijurídicas que afectan bienes jurídicos castrenses o policiales, evidentemente su juzgamiento, y eventual sanción, es competencia de la jurisdicción militar.

PARTE RESOLUTIVA 

El Tribunal declaró FUNDADA en parte la demanda.

Proceso de Amparo

Derecho Constitucional de Protección al Consumidor – Servicio Público de Electricidad - Cuestiones Técnicas y Especializadas como obstáculo para que el Tribunal pueda pronunciarse vía proceso de amparo - Vías más idóneas que el amparo para tutelar derechos constitucionales 
DATOS 

EXP. NRO. EXP. N.° 518-2004-AA/TC 

Fecha de Publicación: 24 de agosto de 2004.

Pág. 6093.

ANTECEDENTES

El congresista Javier Diez Canseco presenta demanda de amparo contra PROINVERSIÓN, la Empresa ELECTROPERÚ y el Ministerio de Energía y Minas. Solicita se declare la invalidez de los cambios realizados por PROINVERSION al “Concurso Público Internacional para la Transferencia al Sector Privado del Contrato de Suministro de Gas Natural ELECTROPERÚ S.A.” Esas modificaciones afectan a la citada empresa, generando un ineficiente uso de nuestras reservas de gas, ocasionando que el valor de la energía eléctrica aumente lo cual afectaría a los consumidores finales. Entonces, se busca el cese de la amenaza de violación a los derechos de los consumidores de electricidad.  

PARTE CONSIDERATIVA 
La legitimidad para demandar en el proceso de amparo. 

La legitimación para obrar en el proceso de amparo está regulada por el artículo 26 de la Ley Nro. 23506, según el cual tienen derecho a ejercer la acción de amparo el afectado, su representante, o el representante de la entidad afectada. 

El afectado es la persona natural que ha sufrido una violación o amenaza de violación de un derecho fundamental, ya sea nominado o innominado, reconocido en la Constitución o en los tratados relativos a los derechos humanos.

Existencia del derecho constitucional a la protección del interés de los consumidores y usuarios.

Nuestra Constitución no sólo ha previsto una protección a los agentes económicos, sino que expresamente declara que el Estado defiende el interés de los consumidores y usuarios (artículo 65), es decir, protege al individuo generador de demanda. Esta disposición constitucional constituye un límite a la actuación de las empresas en una Economía Social de Mercado. Asimismo se sostiene que cuando la Constitución garantiza la defensa del interés de los consumidores y usuarios, está consagrando un derecho subjetivo que reconoce la facultad de acción defensiva de los consumidores y usuarios en los casos de transgresión o desconocimiento de sus legítimos intereses. Por ello, el Tribunal considera que el derecho constitucional de protección del interés de los consumidores y usuarios tiene una estructura jurídica de derecho público subjetivo, por lo que puede ser alegado y aplicado directamente por sus titulares. 

Contendido del derecho constitucional reconocido en el artículo 65 de la Constitución. 

Del artículo 65 de la Constitución se desprende que el Estado garantiza el derecho a la información sobre los bienes y servicios que se encuentran a disposición de los consumidores en el mercado, y vela por la salud y la seguridad de la población. Estas disposiciones también constituyen derechos constitucionales pero, además, definen el contenido del derecho constitucional de protección del interés de los consumidores y usuarios. Sin embargo los mencionados atributos no son los únicos que traducen la real dimensión de la defensa y tuitividad consagrada en la Constitución. Es de verse que, siendo genéricos en su naturaleza, y admitiendo manifestaciones objetivamente incorporadas en el mismo texto constitucional, suponen un numerus apertus a otras expresiones sucedáneas.

De este modo, para perfilar el contenido del derecho constitucional a la protección del interés de los consumidores y usuarios, es necesario analizar la expresión “interés de los consumidores y usuarios”. En una anterior oportunidad el Tribunal  ha expresado que la Constitución defiende el interés de los consumidores y usuarios como consecuencia de las relaciones asimétricas con el poder fáctico de las empresas proveedoras” de modo que los consumidores y usuarios representan el fin de toda actividad económica. Por ello, ese interés de los consumidores y usuarios debe ser materializado a partir de las situaciones concretas que se presenten en los casos de afectación del derecho. 

La protección de los usuarios del servicio público de electricidad. 

En el presente caso se cuestiona el proceso de privatización de un contrato de suministro de gas natural, alegándose que tendrá incidencia en el proceso de generación de energía eléctrica. El servicio público de electricidad tiene la calidad de servicio público aun cuando su gestión y administración la lleven a cabo agentes privados. Entonces, si se ha sostenido que los consumidores y usuarios son el fin del proceso económico y, por ello, son sujetos de protección por la posición asimétrica que mantienen con las empresas, en el marco de una economía social de mercado; con mayor razón, cuando de servicios públicos se trate, la atención que el Estado y las empresas que los gestionan deben prestar a las demandas de los consumidores y usuarios se acentuará. Por ello, en el presente caso, ese interés de los consumidores y usuarios se manifiesta concretamente en acceder a un servicio público de menor costo y mayor calidad. 

La legitimidad para demandar por parte del actor.

EL señor congresista es usuario de energía eléctrica y por tanto titular del derecho en cuestión. Por ello, al ser titular y al considerar vulnerado o susceptible de vulnerar su derecho, cuenta con legitimidad para demandar. 

Existencia o no existencia de amenaza de violación a la protección de los consumidores y usuarios.

Al respecto, para determinar si se ha configurado –según la óptica del demandante– amenaza de vulneración del derecho a la protección del interés de los consumidores y usuarios en el supuesto que se realice el “Concurso Público Internacional para la Transferencia al Sector Privado del Contrato de Suministro de Gas Natural de ELECTROPERÚ S.A.” con las bases modificadas por PROINVERSIÓN, es pertinente precisar que el proceso de licitación se inició en enero del año 2003, y que el 6 de mayo del mismo año se adjudicó a la Empresa de Generación Termoeléctrica Ventanilla S.A. la buena pro del Concurso Público Internacional que organizó la Agencia de Promoción de la Inversión. 

Por consiguiente, habiéndose presentado la demanda con fecha 9 de mayo de 2003, al momento de su interposición no existía la denominada e invocada hipotética amenaza de violación, de modo que la demanda de amparo deviene en improcedente.

La vía de Amparo no es la más adecuada para conocer temas cuya dilucidación requiere conocimientos técnicos especializados. 

Por otro lado, si la demanda hubiese sido declarada procedente por haber existido un peligro de daño de un derecho subjetivo, el Tribunal sostiene que dado el carácter eminentemente técnico y complejo del tema, referido a la mejor tecnología para la generación de electricidad, la vía del amparo no es la indicada para dilucidarlo. En todo caso, se deja a salvo el derecho del demandante para acudir a la vía ordinaria, donde deberá ventilarse con mayor propiedad su pretensión. 

PARTE RESOLUTIVA 

El Tribunal declaró IMPROCEDENTE la demanda de amparo. 
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� Artículo 137.- El Presidente de la República (...) puede decretar, por plazo determinado, en todo el territorio nacional, o en parte de él, (...) los estados de excepción que en este artículo se contemplan:


1. Estado de emergencia, en caso de perturbación de la paz o del orden interno, de catástrofe o de graves circunstancias que afecten la vida de la Nación. En esta eventualidad, puede restringirse o suspenderse el ejercicio de los derechos constitucionales relativos a la libertad y la seguridad personales, la inviolabilidad del domicilio, y la libertad de reunión y de tránsito en el territorio comprendidos en los incisos 9, 11 y 12 del artículo 2 y en el inciso 24, apartado f del mismo artículo. (...)


El plazo del estado de emergencia no excede de sesenta días. Su prórroga requiere nuevo decreto. En estado de emergencia las Fuerzas Armadas asumen el control del orden interno si así lo dispone el Presidente de la República.


2. Estado de sitio, en caso de invasión, guerra exterior, guerra civil, o peligro inminente de que se produzcan, con mención de los derechos fundamentales cuyo ejercicio no se restringe o suspende. El plazo correspondiente no excede de cuarenta y cinco días. Al decretarse el estado de sitio, el Congreso se reúne de pleno derecho. La prórroga requiere aprobación del Congreso.





� Artículo 166.- La Policía Nacional tiene por finalidad fundamental garantizar, mantener y restablecer el orden interno. Presta protección y ayuda a las personas y a la comunidad. Garantiza el cumplimiento de las leyes y la seguridad del patrimonio público y del privado. Previene, investiga y combate la delincuencia. Vigila y controla las fronteras.





� Artículo 169.- Las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional no son deliberantes. Están subordinadas al poder constitucional.


� Artículo 2. Inc. 20 (Segundo párrafo).- Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional sólo pueden ejercer individualmente el derecho de petición.


� Artículo 173.- En caso de delito de función, los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional están sometidos al fuero respectivo y al Código de Justicia Militar. Las disposiciones de éste no son aplicables a los civiles, salvo en el caso de los delitos de traición a la patria y de terrorismo que la ley determina. La casación a que se refiere el artículo 141 sólo es aplicable cuando se imponga la pena de muerte.


Quienes infringen las normas del Servicio Militar Obligatorio están asimismo sometidos al Código de Justicia Militar.





� Artículo 163.- El Estado garantiza la seguridad de la Nación mediante el Sistema de Defensa Nacional.


La Defensa Nacional es integral y permanente. Se desarrolla en los ámbitos interno y externo. Toda persona, natural o jurídica, está obligada a participar en la Defensa Nacional, de conformidad con la ley.


� Artículo 192.- Los gobiernos regionales promueven el desarrollo y la economía regional, fomentan las inversiones, actividades y servicios públicos de su responsabilidad, en armonía con las políticas y planes nacionales y locales de desarrollo.


Son competentes para:


1. Aprobar su organización interna y su presupuesto.


2. Formular y aprobar el plan de desarrollo regional concertado con las municipalidades y la sociedad civil.


3. Administrar sus bienes y rentas.


4. Regular y otorgar las autorizaciones, licencias y derechos sobre los servicios de su responsabilidad.


5. Promover el desarrollo socioeconómico regional y ejecutar los planes y programas correspondientes.


6. Dictar las normas inherentes a la gestión regional.


7. Promover y regular actividades y/o servicios en materia de agricultura, pesquería, industria, agroindustria, comercio, turismo, energía, minería, vialidad, comunicaciones, educación, salud y medio ambiente, conforme a ley.


8. Fomentar la competitividad, las inversiones y el financiamiento para la ejecución de proyectos y obras de infraestructura de alcance e impacto regional.


9. Presentar iniciativas legislativas en materias y asuntos de su competencia.


10. Ejercer las demás atribuciones inherentes a su función, conforme a ley.





� Artículo 195.- Los gobiernos locales promueven el desarrollo y la economía local, y la prestación de los servicios públicos de su responsabilidad, en armonía con las políticas y planes nacionales y regionales de desarrollo.


Son competentes para:


1. Aprobar su organización interna y su presupuesto.


2. Aprobar el plan de desarrollo local concertado con la sociedad civil.


3. Administrar sus bienes y rentas.


4. Crear, modificar y suprimir contribuciones, tasas, arbitrios, licencias y derechos municipales, conforme a ley.


5. Organizar, reglamentar y administrar los servicios públicos locales de su responsabilidad.


6. Planificar el desarrollo urbano y rural de sus circunscripciones, incluyendo la zonificación, urbanismo y el acondicionamiento territorial.


7. Fomentar la competitividad, las inversiones y el financiamiento para la ejecución de proyectos y obras de infraestructura local.


8. Desarrollar y regular actividades y/o servicios en materia de educación, salud, vivienda, saneamiento, medio ambiente, sustentabilidad de los recursos naturales, transporte colectivo, circulación y tránsito, turismo, conservación de monumentos arqueológicos e históricos, cultura, recreación y deporte, conforme a ley.


9. Presentar iniciativas legislativas en materias y asuntos de su competencia.


10. Ejercer las demás atribuciones inherentes a su función, conforme a ley. 


� Artículo 173. “En caso de delito de función, los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional están sometidos al fuero respectivo y al Código de Justicia Militar. Las disposiciones de este no son aplicables a los civiles, salvo en el caso de los delitos de traición a la patria y de terrorismo que la ley determina. La casación a que se refiere el artículo 141 sólo es aplicable cuando se imponga la pena de muerte”.
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